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Cataluña extiende los límites de renta a los 
arrendamientos de temporada y adopta otras 
medidas en vivienda y urbanismo 
 

 

La Ley 11/2025, de convalidación del Decreto-ley 2/2025, introduce medidas urgentes en materia de 
vivienda y urbanismo. Destaca la regulación de los arrendamientos de temporada y por habitaciones, 
sometiendo determinados contratos al régimen del arrendamiento de vivienda habitual y les aplica las 
limitaciones de renta previstas en la normativa, con incidencia en su duración, prórrogas y la 
acreditación de la causa de temporalidad. La norma consolida el Registro de personas grandes 
tenedoras de vivienda, amplía los supuestos de tanteo y retracto y mantiene diversas medidas 
urbanísticas y administrativas, incluida la ampliación a dieciocho meses del plazo de caducidad de los 
procedimientos de disciplina urbanística. 

 

 

1. INTRODUCCIÓN 

El 31 de diciembre de 2025 se publicó en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya (DOGC) la Ley 
11/2025, de 29 de diciembre, de medidas en materia de vivienda y urbanismo (“Ley 11/2025”). 

La Ley 11/2025 trae causa de la convalidación y tramitación como ley del Decreto-ley 2/2025, de 25 de 
febrero, por el que se adoptan medidas urgentes en materia de vivienda y urbanismo (“DL 2/2025”). 

En particular, la Ley 11/2025 consolida y añade un conjunto de medidas orientadas a abordar la 
problemática del acceso a la vivienda y garantizar una vivienda digna. Con este fin, la Generalitat 
de Catalunya introduce medidas (i) en materia de vivienda, (ii) en materia de urbanismo, (iii) de 
carácter administrativo y (iv) en el ámbito de la obra pública. 

A continuación, se examinan las principales medidas introducidas por la Ley 11/2025. 

2. MEDIDAS EN MATERIA DE VIVIENDA 

La Ley 11/2025 modifica la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda (“Ley 18/2007”), 
con el doble objetivo de adaptarla a lo dispuesto en la Ley estatal 12/2023, por el derecho a la vivienda 
(“Ley 12/2023”); y corregir las deficiencias e insuficiencias del mercado de vivienda y favorecer el 
equilibrio entre la oferta de vivienda y la necesidad de residencia habitual en los municipios declarados 
zonas de mercado residencial tensionado (“ZMRT”). En particular: 
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1. Nueva regulación del arrendamiento de viviendas con carácter temporal 

La Ley 11/2025 introduce en la Ley 18/2007 una regulación específica del arrendamiento de 
viviendas con carácter temporal, materia que hasta la fecha carecía de un régimen jurídico propio 
en el ordenamiento jurídico catalán. 

A tal efecto, la Ley 11/2025 incorpora en la Ley 18/2007 el nuevo artículo 66 bis, que establece 
como principio general que todo arrendamiento destinado a la satisfacción de una necesidad de 
vivienda tiene la consideración de arrendamiento de vivienda permanente, con independencia 
de la duración pactada. 

Únicamente quedan excluidos de esta calificación los arrendamientos en los que la vivienda se 
destine de forma exclusiva a usos recreativos, turísticos o vacacionales, cualquiera que sea la 
época del año, finalidad que debe hacerse constar expresamente en el contrato. 

En este sentido, la norma distingue entre: 

(i) Arrendamientos temporales por necesidad de vivienda 

Los arrendamientos de vivienda de carácter temporal celebrados por razones profesionales, 
laborales, académicas, médicas, por situaciones provisionales —incluida la espera de 
entrega de una vivienda o el retorno a la residencia habitual—, así como por otros supuestos 
análogos que no difieran de la satisfacción de la necesidad de vivienda, quedan sujetos al 
régimen jurídico propio del arrendamiento de vivienda. 

En particular, dicho régimen resulta aplicable en materia de fianza, garantías adicionales, 
determinación y actualización de la renta, elevación de la renta como consecuencia de la 
realización de mejoras y asunción de gastos generales y de servicios individuales. 

En consecuencia, resultan aplicables las disposiciones correspondientes de la Ley 29/1994, 
de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos (“LAU”). En concreto, dichos contratos 
quedan sujetos a las limitaciones de renta previstas en el artículo 17 de la LAU1.  

Este mismo régimen resulta aplicable también a aquellos contratos en los que se haya fijado 
una duración determinada sin que conste ni se acredite la causa concreta que justifique la 
temporalidad. 

                                                      
1 De conformidad con el artículo 17 de la LAU, en las ZMRT, la renta inicial de los nuevos contratos no puede superar la última 
renta del contrato de vivienda habitual vigente en los cinco años anteriores (actualizada), sin que puedan repercutirse nuevos 
gastos. Solo se admite un incremento adicional de hasta el 10 % en supuestos tasados (rehabilitación, mejora energética o 
de accesibilidad, o contratos de larga duración). Cuando el arrendador sea gran tenedor o no haya existido contrato previo en 
los últimos cinco años, la renta queda sujeta al límite máximo fijado por el índice de precios de referencia. 
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(ii) Arrendamientos temporales con finalidad recreativa, de vacaciones o de ocio 

Los arrendamientos de vivienda de carácter temporal celebrados con una finalidad 
exclusivamente recreativa, vacacional o de ocio quedan sujetos al régimen jurídico del 
arrendamiento para uso distinto del de vivienda previsto en la LAU.  

Por otro lado, la Ley 11/2025 introduce un régimen reforzado de obligaciones documentales, 
aplicable a ambas categorías de arrendamientos temporales. En particular: 

• El contrato debe identificar de forma expresa la finalidad del arrendamiento. 

• Dicha finalidad debe acreditarse debidamente mediante documentación. 

• La documentación acreditativa debe depositarse junto con la fianza en el Registro de 
Fianzas del Institut Català del Sòl (“Registro de Fianzas”). 

Adicionalmente, en los arrendamientos de vivienda con finalidad exclusivamente recreativa, 
vacacional o de ocio, deberá hacerse constar en el contrato el lugar de residencia permanente 
de la parte arrendataria. 

A estos efectos, la norma establece una presunción legal conforme a la cual el arrendamiento 
se considera destinado a vivienda permanente cuando en el Registro de Fianzas no conste 
acreditado un uso distinto. 

Por último, la regulación introducida por la Ley 11/2025 contiene previsiones específicas 
aplicables a ambas categorías de arrendamientos temporales en relación con la prórroga y la 
formalización de nuevos contratos: 

• Prórroga del contrato: En caso de prórroga de un contrato de arrendamiento temporal 
por causas supuestamente acreditadas, si la parte arrendataria no acredita de forma 
expresa la causa que justifica la temporalidad y que dispone de su residencia habitual 
en otro lugar, el contrato quedará sometido al régimen jurídico del arrendamiento de 
vivienda permanente, incluida la duración legal mínima y el régimen de prórrogas 
obligatorias, computados desde la fecha de formalización del contrato inicial. 

• Celebración de un nuevo contrato: Cuando no se prorrogue el contrato inicial, pero se 
formalice un nuevo contrato con la misma parte arrendataria y respecto de la misma 
vivienda, dicho contrato quedará igualmente sujeto al régimen del arrendamiento de 
vivienda permanente, salvo que la parte arrendadora acredite suficientemente la 
subsistencia de las circunstancias que justificaban la necesidad temporal de vivienda. 

2. Nueva regulación del arrendamiento de habitaciones 

La Ley 11/2025 introduce asimismo en la Ley 18/2007 una regulación específica del 
arrendamiento de habitaciones, modalidad que hasta la entrada en vigor de la norma carecía de 
un régimen jurídico específico en el ordenamiento catalán. 

En particular, la Ley 11/2025 incorpora el nuevo artículo 66 ter, que define el arrendamiento de 
habitación como el contrato en virtud del cual la parte arrendadora atribuye a la parte arrendataria 
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el uso exclusivo de una habitación, así como el derecho de utilización de otras estancias o 
espacios de uso común de la vivienda, a cambio del pago de un precio. 

La nueva regulación se articula, fundamentalmente, en torno a los siguientes aspectos: 

• Requisitos de superficie y ocupación máxima: El arrendamiento de habitaciones 
debe respetar los estándares mínimos de superficie por persona y el umbral máximo de 
ocupación de la vivienda establecidos por la normativa sectorial en materia de vivienda, 
conforme a lo especificado en la cédula de habitabilidad correspondiente. 

• Régimen jurídico aplicable al arrendamiento de habitaciones y limitación de rentas 
en ZMRT: La Ley 11/2025 establece expresamente que el arrendamiento de vivienda 
por habitaciones, así como cualquier otra forma de fragmentación física o contractual de 
la vivienda, no desnaturaliza su carácter de arrendamiento de vivienda ni excluye la 
aplicación de las reglas que le son propias. En especial, el nuevo artículo 66 ter de la 
Ley 18/2007 dispone que, cuando la vivienda se sitúe en una ZMRT, la suma de las 
rentas pactadas en los distintos contratos de arrendamiento de vigencia simultánea no 
puede superar la renta máxima que resultaría aplicable al arrendamiento unitario de la 
vivienda, de conformidad con las limitaciones de renta previstas en el artículo 17 de la 
LAU. 

Al margen de su contenido, la regulación introducida por la Ley 11/2025 plantea relevantes 
dudas de constitucionalidad, al incidir directamente en el contenido sustantivo del derecho de 
arrendamiento, materia propia del derecho civil cuya competencia corresponde con carácter 
exclusivo al Estado, de conformidad con el artículo 149.1.8.ª de la Constitución española. 

En particular, la norma autonómica afecta a elementos esenciales regulados por la LAU, 
como la definición de los arrendamientos de vivienda y temporales, el régimen de duración y 
prórrogas, y el sistema de determinación y limitación de rentas, lo que permite sostener 
razonablemente una invasión de competencias estatales. 

La eventual impugnación de la Ley 11/2025 debería articularse a través del recurso de 
inconstitucionalidad, cuyo plazo de interposición es de tres meses desde la publicación de la 
norma, esto es, hasta el 31 de marzo de 2026. 

3. Refuerzo del control de los contratos de arrendamiento y protección de las personas 
consumidoras 

La Ley 11/2025 introduce nuevas medidas orientadas a reforzar la protección de las personas 
arrendatarias y a prevenir prácticas contractuales abusivas o fraudulentas en el ámbito de la 
vivienda. 

En particular, se incorpora expresamente en la Ley 18/2007 el concepto de “contrato en fraude”, 
definido como todo acuerdo contractual que, de forma intencionada, incorpore cláusulas o 
prácticas engañosas que vulneren los derechos de los consumidores o desvirtúen el equilibrio 
contractual en materia de vivienda. Asimismo, se amplía la noción de discriminación indirecta en 
el acceso a la vivienda, incluyendo expresamente supuestos como la simulación contractual o la 
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utilización de contratos en fraude, cuando estos generen una desventaja particular injustificada 
en el ejercicio del derecho a la vivienda. 

Adicionalmente, se crea la Comisión de Supervisión de Contratos de Arrendamiento de Vivienda, 
como órgano de colaboración entre los departamentos competentes en materia de vivienda, 
consumo y turismo. Esta Comisión tendrá, entre otras funciones, la de coordinar, supervisar y 
controlar las plataformas digitales, portales inmobiliarios y demás espacios de difusión de ofertas 
de vivienda en alquiler (incluidas las de uso turístico), así como garantizar el cumplimiento de la 
normativa aplicable a los contratos de arrendamiento de vivienda. 

4. Registro de personas grandes tenedoras de vivienda 

Se concreta el desarrollo reglamentario que permitirá la entrada en funcionamiento del Registro 
de personas grandes tenedoras de viviendas (“Registro de Grandes Tenedores”): 

(i) Se amplía el ámbito subjetivo del Registro de Grandes Tenedores: Estarán obligados a 
inscribirse no solo los sujetos obligados de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 24/2015, de 
29 de julio, de medidas urgentes para afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y 
la pobreza energética2, sino también las personas físicas y jurídicas que tengan la 
consideración de grandes tenedoras en virtud del artículo 3-k) de la Ley 12/20233. 

(ii) Se modifica el momento y la forma de inscripción en el Registro de Grandes Tenedores: La 
obligación de comunicar a la Agencia Catalana de la Vivienda la condición de gran tenedor 
existe desde que se cumplen los requisitos a estos efectos. Sin embargo, la inscripción 
formal en el Registro de Grandes Tenedores queda supeditada a la entrada en vigor del 
Reglamento, el cual regulará su funcionamiento y especificará la forma, los datos y los plazos 
para la inscripción. 

(iii) Se modifica la infracción con carácter grave relativa a la negativa al suministro de datos a la 
Administración en relación con el Registro de viviendas vacías y de viviendas ocupadas sin 
título habilitante o el Registro de Grandes Tenedores: Con la nueva redacción, se añade un 
matiz temporal y formal a la obligación, es decir, no solo debe comunicarse la información, 
sino que se enfatiza el hecho de que debe hacerse dentro de los plazos y requisitos 
establecidos. En la anterior redacción únicamente se ponía énfasis en la veracidad de los 
datos comunicados. Las infracciones graves se sancionan con multa de 9.001 a 90.000 
euros. 

                                                      
2 Las entidades financieras, las filiales inmobiliarias de estas entidades, los fondos de inversión, las entidades de gestión de 
activos, los fondos de capital riesgo y las personas jurídicas que sean titulares de más de diez viviendas ubicadas en el 
territorio del Estado o las personas físicas que sean titulares de más de quince viviendas ubicadas en el territorio del Estado. 
3 Las personas físicas o jurídicas que sean titulares de más de diez inmuebles urbanos de uso residencial o una superficie 
construida de más de 1500 m2 de uso residencial, excluidos en todo caso garajes y trasteros. Esta definición puede ser 
particularizada en las ZMRT para aplicarse a aquellos titulares de cinco o más inmuebles urbanos de uso residencial ubicados 
en dicho ámbito. 
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(iv) Periodo transitorio: Hasta la entrada en vigor del decreto regulador del Registro de Grandes 
Tenedores, las personas grandes tenedoras deben comunicar a la Agencia de la Vivienda 
de Cataluña su condición de gran tenedor y el número de viviendas de las que son titulares. 

5. Ampliación de los ámbitos en los que la Administración de la Generalitat puede ejercer 
los derechos de tanteo y retracto 

La Ley 11/2025 modifica la Ley 18/2007 y el Decreto Ley 1/2015, de 24 de marzo, de medidas 
extraordinarias y urgentes para la movilización de las viviendas provenientes de procesos de 
ejecución hipotecaria (“DL 1/2015”), en relación, entre otras materias, con los derechos de tanteo 
y retracto (“DTR”) establecidos en favor de la Administración de Cataluña sobre determinadas 
transmisiones de viviendas. 

Antes de la reforma operada por la Ley 11/2025, Cataluña contemplaba en su normativa 
autonómica DTR administrativos sobre primera y posteriores transmisiones de viviendas de 
protección oficial y de determinados activos provenientes de ejecuciones hipotecarias o 
compensaciones en pago de deuda con garantía hipotecaria adquiridos a partir del 9 de abril de 
2008, en todos los casos en relación con viviendas ubicadas en todo el territorio catalán4. 

Mediante la Ley 11/2025 se amplían los DTR administrativos a favor de la Administración 
catalana a los siguientes supuestos:  

(i) la transmisión de cualquier vivienda situada en una ZMRT que sea propiedad de un gran 
tenedor persona jurídica que esté inscrito en el Registro5, afectando tanto a la primera 
transmisión como a las sucesivas durante la vigencia del régimen; y 

(ii) la adjudicación de viviendas en el marco de una subasta administrativa o judicial. 

Las viviendas adquiridas mediante el ejercicio de estos nuevos DTR deben calificarse de forma 
permanente como viviendas con protección oficial de régimen general (o figura equivalente 
existente), incluso cuando superen los precios máximos establecidos para la correspondiente 
tipología de viviendas con protección oficial6. 

La Ley 11/2025 concreta determinados supuestos de exclusión del ejercicio de los DTR: 

                                                      
4 Los municipios estaban también facultados para “delimitar áreas en las que se puedan ejercer los derechos de tanteo y 
retracto en favor de la Administración pública sobre edificios plurifamiliares enteros usados principalmente como vivienda y 
áreas en las que se puedan ejercer los derechos de tanteo y retracto en favor de la Administración pública sobre viviendas 
concretas”. En el mismo sentido, los planes territoriales sectoriales de vivienda también podían proponer la delimitación de 
las llamadas “áreas de tanto y retracto”. 
5 Mientras no entre en vigor el decreto regulador del Registro, las personas jurídicas que transmitan viviendas situadas en 
ZMRT deberán declarar si poseen la condición de gran tenedor. En caso de declarar que no tienen dicha condición, deberán 
aportar certificación registral acreditativa del número de viviendas de su titularidad, para lo que pueden acompañar 
documentación justificativa adicional que deberá testimoniarse en la escritura pública. 
6 El precio máximo de estas viviendas en sucesivas transmisiones es el precio establecido en la escritura pública de 
adquisición de la vivienda, incrementado con la variación interanual del índice de precios al consumo (IPC) calculada en 
función de las medias anuales del conjunto del Estado, entre el año de la calificación y el año de la formalización del contrato. 
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(i) Las transmisiones de viviendas de nueva construcción o de gran rehabilitación 
realizadas dentro del plazo de un año desde el otorgamiento de la cédula de 
habitabilidad, así como las realizadas por empresas promotoras que dispongan 
exclusivamente de existencias de viviendas de nueva construcción destinadas a su 
transmisión a terceros, en los términos y durante el plazo previstos legalmente. 

(ii) Las transmisiones entre sociedades de un mismo grupo empresarial con objeto social o 
actividad inmobiliaria similar, siempre que se trate de la primera transmisión de una obra 
nueva. 

(iii) Las adquisiciones realizadas por personas físicas que, declarando acogerse a la 
excepción, cumplan cumulativamente ciertos requisitos7. 

El incumplimiento de estos compromisos habilita el ejercicio del derecho de retracto por parte de 
la Generalitat. 

La Ley 11/2025 no ha introducido modificaciones respecto de las descritas reglas de 
procedimiento previstas para el ejercicio de los DTR8. 

Finalmente, la Ley 11/2025 establece expresamente el carácter temporal de las medidas de 
intervención en materia de tanteo y retracto previstas en el DL 1/2015, limitando su aplicación a 
los veinticuatro años siguientes a su entrada en vigor. 

6. Refuerzo de las potestades de inspección en materia de vivienda 

La Ley 11/2025 refuerza el régimen de inspección en materia de vivienda, confiriendo a los 
inspectores de vivienda la condición de agentes de la autoridad y reconociendo expresamente 
la presunción de veracidad de los hechos constatados en las actas de inspección. 

Se detallan de forma más precisa las funciones inspectoras, que incluyen, entre otras, la 
investigación de presuntas infracciones, la emisión de actas e informes, la adopción de medidas 
cautelares en casos de urgencia, el requerimiento de documentación relevante y la colaboración 
en los procedimientos sancionadores. 

Asimismo, se refuerzan las obligaciones de colaboración de los sujetos inspeccionados y se 
tipifica de forma más precisa como infracción grave la negativa a suministrar datos o el 
incumplimiento de las obligaciones de comunicación, en tiempo y forma, de la información que 
deba inscribirse en los registros administrativos en materia de vivienda, incluido el Registro de 
Grandes Tenedores. 

                                                      
7 Estos requisitos son los siguientes: (a) estar inscritas en el Registro de solicitantes de vivienda con protección oficial; (b) 
comprometerse a solicitar, en el plazo de un mes desde la adquisición, la calificación permanente de la vivienda como VPO 
de régimen general o figura equivalente; y (c) destinar la vivienda a residencia habitual y permanente durante un período 
mínimo de diez años. 
8 Por tanto, el ejercicio de los nuevos DTR introducidos por la Ley 11/2025 se rige, en primer lugar, por las reglas especiales 
previstas en el artículo 2.3 del DL 1/2015 y, en lo no previsto en ellas, por los artículos 87 a 91 y 134 a 136 de la Ley 18/2007 
(aplicables, en general, al ejercicio de los derechos de tanteo y retracto sobre viviendas de protección oficial). 
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7. Ampliación del plazo de inscripción en el Registro de solicitantes de vivienda con 
protección oficial 

La Ley 11/2025 amplía a dos años el plazo de caducidad de la inscripción en el Registro de 
solicitantes de vivienda con protección oficial (“Registro VPO”).  

Además, en los casos de promociones privadas de viviendas con protección oficial con ayudas 
públicas y primeras transmisiones de promociones privadas de viviendas con protección oficial 
en régimen de alquiler, sin ayudas públicas, sobre terrenos destinados urbanísticamente al uso 
de vivienda de protección pública, se prevé la posibilidad de que los promotores puedan optar 
por hacer un procedimiento de adjudicación al que se puedan presentar las personas inscritas 
en el Registro VPO que estén interesadas en la promoción de que se trate9.  

8. Programas específicos para viviendas asequibles 

Se prevé la implementación de programas específicos orientados a disponer de viviendas 
asequibles suficientes y en condiciones de habitabilidad para atender las necesidades de la 
población que requiere alojamiento. 

Por otro lado, la Ley 11/2025 modifica el Decreto ley 17/2019, de 23 de diciembre, de medidas urgentes 
para mejorar el acceso a la vivienda (“DL 17/2019”), con el objetivo de concretar el régimen de sujeción 
o exclusión de las viviendas de protección oficial al régimen de precios de venta y rentas, así 
como precisar la vigencia de la calificación y el régimen de descalificación, especialmente en los 
municipios declarados ZMRT. 

En este sentido, las viviendas con protección oficial sujetas al régimen anterior continúan sometidas a 
los siguientes precios máximos por metro cuadrado de superficie útil:  

RÉGIMEN VENTA (€/m2) ALQUILER/CESIÓN DE USO (€/m2) 

 Vivienda Anexos Vivienda Anexos 

Régimen general 2.836,59 1.418,29 10,65 5,33 

Régimen especial 2.493,10 1.246,55 9,35 4,67 

Precio concertado 3.001,68 1.200,67 10,65 4,26 

Adicionalmente, la Ley 11/2025 introduce una regulación expresa sobre la vigencia de la calificación de 
las viviendas con protección oficial calificadas definitivamente con anterioridad a la entrada en vigor del 
DL 17/2019. En particular, dichas viviendas mantienen la vigencia de su calificación y los precios 
máximos de venta y renta determinados conforme al régimen jurídico vigente en el momento en que 
fueron calificadas. 

No obstante, en el caso de viviendas con protección oficial situadas en zonas declaradas mercado 
residencial tensionado, se mantiene el régimen de precios aplicable en el momento de la calificación, 

                                                      
9 En este supuesto, tienen prioridad en la adjudicación de las viviendas las personas presentadas inscritas en el Registro VPO 
con más antigüedad de la inscripción. Las personas inscritas que, a pesar de cumplir los requisitos establecidos en el anuncio, 
no participen en el procedimiento causan baja del registro, salvo en los casos en que se acredite que la vivienda o las 
condiciones de contratación no son adecuadas para la unidad de convivencia. 



 

 9 

pero se aplica el nuevo régimen respecto a la vigencia de la calificación. En todo caso, la descalificación 
queda limitada a la iniciativa de la propia Administración en los términos previstos en la Ley 18/2007. 

3. MEDIDAS URBANÍSTICAS 

La Ley 11/2025 modifica el Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña, y el Decreto 305/2006, de 18 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley de Urbanismo de Cataluña, para introducir las siguientes medidas: 

1. Publicidad de los instrumentos de gestión urbanística 

Se establece la publicidad de los instrumentos de gestión urbanística con el fin de garantizar el 
mismo nivel de publicidad e información que las figuras de planeamiento urbanístico. 

En particular, se extienden las previsiones de acceso telemático, consulta y divulgación, y se 
prevé la obligación de facilitar la información y documentación necesaria para su redacción en 
un formato interoperable para los Ayuntamientos y al Registro Urbanístico de Catalunya. 
Asimismo, se refuerza la obligación de remisión de los instrumentos de gestión urbanística 
aprobados y de sus modificaciones al Registro Urbanístico de Catalunya, en plazos tasados, 
para permitir su consulta telemática en formato interoperable, con respeto a la normativa de 
protección de datos. 

2. Limitaciones en los condicionantes de uso del suelo 

Se aclara que el planeamiento urbanístico y las ordenanzas sobre edificación y uso del suelo 
solo pueden establecer condicionantes en los usos del suelo que comporten restricciones en el 
acceso o en el ejercicio de las actividades económicas si estos no vulneran los principios y 
requisitos establecidos por la Directiva de servicios y están justificados por razones imperiosas 
de interés general de acuerdo con la misma Directiva.  

Estas restricciones se tienen que ajustar a los principios de necesidad, proporcionalidad y no 
discriminación, y quedar pertinentemente justificadas en la memoria del plan en ponderación con 
el resto de los intereses generales considerados en el planeamiento. 

3. Modificación del régimen de las instalaciones energéticas 

Se permite la instalación de sistemas de energía solar, tales como captadores térmicos o paneles 
fotovoltaicos, sin necesidad de modificar el planeamiento urbanístico, en las áreas no edificadas 
de parcelas urbanas. Estas instalaciones deben estar destinadas a reducir el consumo 
energético del edificio y no superar un metro de altura ni ocupar más del 25 % del suelo no 
edificable. En edificaciones aisladas, la altura máxima permitida es de 2,2 metros, y la ocupación 
no puede superar el 50 % de la superficie no edificable. 

Los proyectos de rehabilitación de edificaciones existentes pueden autorizar la ocupación de 
suelos reservados a sistemas urbanísticos o terrenos privados inedificables, siempre que sean 
indispensables para instalar ascensores, mejorar la accesibilidad o reducir la demanda 
energética del edificio mediante intervenciones en su envolvente térmica. Esto debe cumplir con 
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la normativa vigente y ser la única solución viable técnica o económicamente, sin afectar 
significativamente la funcionalidad del sistema urbanístico ni las condiciones de ventilación, 
soleamiento y vistas de las edificaciones vecinas. En estos casos, tampoco es necesario 
modificar el planeamiento urbanístico. 

4. El Institut Català del Sòl como Administración actuante 

Hasta la aprobación de la Ley 11/2025, el Institut Català del Sòl podía ser Administración 
actuante en la ejecución de un desarrollo urbanístico únicamente si lo determinaba el 
planeamiento urbanístico o la declaración de sector de urbanización prioritaria, o si se acordaba 
entre el Institut Català del Sòl y el Ayuntamiento afectado. Con la Ley 11/2025 se amplía a la 
posibilidad de que lo determine también el titular del departamento competente en materia de 
urbanismo. 

5. Promociones sociales 

Se incorpora una previsión por la que se reducen a la mitad los porcentajes de cesión de suelo 
para las promociones sociales sin ánimo de lucro que desarrollen vivienda de protección pública 
cuando cumplan determinados requisitos. En concreto, cuando la totalidad de la propiedad de 
los terrenos sea de promotores públicos o privados con la condición de promotores sociales, 
cuando sean sectores de uso residencial dominante y cuando más de la mitad del techo 
edificable esté destinado a vivienda de protección pública10.  

Los nuevos planeamientos de ordenación urbanística municipal (y sus modificaciones o 
revisiones) que creen suelo de uso residencial de nueva implantación deberán hacer las 
siguientes reservas de vivienda de protección oficial: 50 % del techo en actuaciones de 
transformación urbanística del suelo urbanizable y 40 % del techo en actuaciones en suelo 
urbano no consolidado. Al menos la mitad de estas reservas deberán destinarse a vivienda de 
protección pública en régimen de arrendamiento. 

Adicionalmente, la Ley 11/2025 establece un régimen transitorio conforme al cual no resulta 
obligatoria la aplicación de las nuevas reservas mínimas de vivienda de protección pública a los 
planes de ordenación urbanística municipal, así como a sus revisiones o modificaciones, 
aprobados inicialmente con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 11/2025. Esta exención 
se mantiene durante un plazo máximo de dos años desde la aprobación inicial del planeamiento 
correspondiente, siempre que se hayan evacuado los informes preceptivos de la Administración 
de la Generalitat.  

6. Nueva regulación del alojamiento temporal en suelos de equipamientos comunitarios 

Hasta ahora, la Ley de Urbanismo únicamente contemplaba, dentro de los equipamientos 
comunitarios, el alojamiento dotacional, definido como aquel destinado a satisfacer necesidades 

                                                      
10 Esta reducción se aplica exclusivamente al aprovechamiento correspondiente a vivienda de protección pública en régimen 
de alquiler o cesión de uso con calificación permanente. 
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temporales de habitación (en régimen compartido o privativo) por razones de emancipación, 
trabajo o estudio, asistencia social o sanitaria, o afectación por actuaciones urbanísticas. 

La Ley 11/2025 añade expresamente una nueva categoría diferenciada: el alojamiento temporal 
de protección, que puede ser público o privado, y que se define como aquel que, en régimen de 
limitación de renta, se destina a satisfacer la necesidad de alojamiento de colectivos con 
dificultades de acceso a la vivienda. 

En concreto, se permite implantar el uso alternativo de alojamiento temporal de protección, sin 
necesidad de modificar el planeamiento urbanístico vigente, en parcelas y edificios de 
equipamiento comunitario de titularidad pública que no tengan asignado un destino específico, o 
que estén calificados con un uso genérico de interés público y social. Este uso se sujeta a las 
condiciones de edificación ya previstas para el equipamiento y puede adaptarse mediante los 
instrumentos urbanísticos que correspondan. 

Además, el alojamiento temporal de protección puede ser de iniciativa privada, siempre que se 
tramite un plan especial que justifique el interés público o social, acredite la idoneidad de la 
localización e incorpore un concierto con la Administración competente en materia de vivienda, 
regulando condiciones de acceso y temporalidad. También se permite implantar este uso en el 
vuelo de edificaciones existentes sobre suelos de equipamiento, siempre que sea compatible 
con el uso principal y se tramite el instrumento urbanístico correspondiente. 

7. Refuerzo del uso residencial habitual y permanente 

La Ley 11/2025 establece que, en los municipios con una demanda residencial fuerte y 
acreditada, el planeamiento urbanístico debe velar porque el uso predominante de las viviendas 
sea el de residencia habitual y permanente. 

Asimismo, en las zonas de uso residencial, el planeamiento deberá admitir siempre este uso 
como uso principal, pudiendo regular la compatibilidad o la prohibición de otros usos 
residenciales alternativos, de conformidad con los principios de desarrollo territorial y urbano 
sostenible y con la garantía y promoción del derecho a la vivienda. 

8. Construcciones en explotaciones rústicas 

Como condición para presumir que la implantación de una nueva construcción de vivienda 
familiar o la reutilización de una ya existente tiene como finalidad el alojamiento de trabajadores 
asociados a explotaciones rústicas, se añade el requisito de que la persona titular de la 
explotación rústica viva en ella. 
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9. Expansión de usos y obras provisionales en suelo urbanizable 

Se prevé expresamente que en suelo urbanizable delimitado y no delimitado se puedan autorizar 
los usos y obras provisionales y transitorios reconocidos por la Ley de Urbanismo11. En este 
sentido, se añade el aparcamiento de vehículos como uso provisional autorizable.  

En cuanto a las condiciones de autorización, se concreta que la constitución de garantías puede 
realizarse en cualquier forma admitida en derecho, incluida la hipoteca unilateral, y por el importe 
que se determine en el momento de otorgar licencia de obras. 

10. Condición para el desarrollo de sectores urbanísticos en subsectores 

Como condición para el desarrollo de sectores sujetos a un plan de mejora urbana y sectores de 
planeamiento parcial urbanístico, se añade la acreditación de la ordenación detallada de todo el 
sector, mediante un avance de planeamiento urbanístico derivado que abarque todo el sector y 
que se desarrolle en subsectores12. No obstante, los planes urbanísticos derivados pueden 
ajustar la ordenación detallada del avance del plan urbanístico derivado de la totalidad del sector. 

11. Excepción de mantenimiento de los suelos destinados a equipamientos deportivos 

Se añade la excepción de exigencia del mantenimiento de la superficie y funcionalidad de los 
suelos destinados a equipamientos deportivos cuando la modificación tenga por objeto la 
construcción de un equipamiento docente o sanitario de titularidad pública, previa declaración 
de interés general, siempre que dicha exigencia comprometa la viabilidad del equipamiento. 

12. Plazo para la determinación del carácter anticipado del plan en caso de indemnización por 
modificación o revisión del planeamiento urbanístico 

La Ley estatal de Suelo13 reconoce como supuesto indemnizatorio la alteración de las 
condiciones de ejercicio de la ejecución de la urbanización, o de las condiciones de participación 
de los propietarios en ella, por cambio de la ordenación territorial o urbanística, o del acto o 
negocio de la adjudicación de dicha actividad. Lo anterior siempre que se produzca antes de que 
transcurran los plazos previstos para su desarrollo o, transcurridos estos, si la ejecución no se 
hubiera llevado a efecto por causas imputables a la Administración. 

La Ley 11/2025 especifica que, en los casos de modificaciones o revisiones del planeamiento 
urbanístico que impidan o alteren la participación en actuaciones de transformación urbanística, 

                                                      
11 Las actividades permitidas incluyen el almacenamiento de mercancías, la prestación de servicios a ciudadanos, actividades 
del sector primario y comerciales relacionadas, ocio, deportes, recreación y cultura, exhibición de publicidad en paneles, usos 
admitidos en construcciones preexistentes según la zona urbanística, y la instalación de energías renovables, sujetas a las 
limitaciones del artículo 108 en caso de fuera de ordenación. 
12 Además de este nuevo requisito, debe justificarse la conveniencia y la oportunidad de la promoción y debe acreditarse el 
equilibrio del aprovechamiento urbanístico y de las cesiones y cargas entre el subsector y el resto del ámbito o, de lo contrario, 
se garantice el reequilibrio correspondiente mediante la cesión de terrenos a la Administración actuante, a cuenta de la 
reparcelación ulterior. 
13 Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana. 
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el plazo para desarrollar, ejecutar y patrimonializar los derechos urbanísticos se computa, en 
todo caso, desde la vigencia del planeamiento urbanístico general o derivado que corresponda.  

En caso de que no existan plazos de ejecución expresos o vinculados a la aprobación del 
planeamiento, el referido plazo será de tres años desde la entrada en vigor del planeamiento o 
la ordenación detallada, siempre que la demora no sea responsabilidad de la Administración. 

13. Agilización procedimental de las licencias urbanísticas para viviendas de protección 
pública 

La Ley 11/2025 no mantiene la figura de la licencia básica previa prevista inicialmente en el DL 
2/2025 y opta por un enfoque distinto de agilización administrativa. 

En particular, se establece que los expedientes incoados con la solicitud de licencia urbanística 
para la autorización de obras de nueva planta, sustitución o rehabilitación destinadas a la 
promoción y construcción de vivienda de protección pública se consideran asuntos de naturaleza 
homogénea a efectos procedimentales. Esta calificación permite una tramitación administrativa 
más ágil y coordinada de este tipo de expedientes, sin alterar el régimen general de obtención 
de la licencia urbanística como título habilitante previo al inicio de las obras. 

14. Ampliación del plazo de caducidad de los procedimientos de protección de la legalidad 

Se amplía el plazo de caducidad de los procedimientos de protección de la legalidad urbanística 
de seis a dieciocho meses. 

15. Modificación del régimen de urbanizaciones con déficits urbanísticos 

Mediante la Ley 11/2025 se derogan la Ley 3/2009, de 10 de marzo, de regularización y mejora 
de urbanizaciones con déficits urbanísticos, y la Orden PTO/82/2010, de 19 de febrero. Este 
régimen se sustituye por uno especial destinado a abordar la problemática de las urbanizaciones 
surgidas en las décadas de los años sesenta y setenta, consolidadas a menudo con carencias y 
procesos de urbanización inacabados, que han aflorado por la tendencia actual de convertirlas 
de segunda en primera residencia. 

16. Planes urbanísticos para la implantación de actuaciones de interés general superior 

Se incorpora la posibilidad de formular planes urbanísticos para actuaciones de interés general 
superior por parte del Govern de Catalunya y, en concreto, los planes directores urbanísticos de 
delimitación de una o varias áreas residenciales estratégicas y de las determinaciones 
necesarias para la ejecución directa de estas actuaciones. 

Asimismo, se prevé la posibilidad de incorporar documentación propia del proyecto técnico 
edificatorio; el devengo de un canon urbanístico del 2 % del coste real y efectivo de la 
construcción en los supuestos de ejecución directa sin necesidad de otros títulos habilitantes; y 
reglas específicas de coordinación ambiental y urbanística. 
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Por otro lado, la Ley 11/2025 modifica el Decreto ley 1/2009, de 22 de diciembre, de ordenación de 
los equipamientos comerciales para incorporar las definiciones de uso residencial14, ordenación 
detallada15, áreas residenciales16 y uso residencial dominante17, así como la interpretación de la 
continuidad entre frentes de parcelación vinculada a la confrontación de ordenaciones adyacentes18. 

Asimismo, la Ley 11/2025 introduce una nueva previsión en el Decreto Legislativo 2/2009, de 25 de 
agosto, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley de Carreteras de Cataluña, habilitando al 
departamento competente en materia de infraestructuras, con la conformidad de los ayuntamientos, así 
como a las diputaciones provinciales, para promover, aprobar y ejecutar proyectos de itinerarios no 
motorizados (peatonales o ciclables) con finalidades turísticas, ambientales, patrimoniales o de 
accesibilidad a espacios naturales. La aprobación de estos proyectos comporta la declaración de 
utilidad pública, la necesidad de ocupación y la urgencia a efectos expropiatorios, y permite atribuir la 
titularidad de las vías a los entes locales u otras administraciones mediante el correspondiente convenio. 

Por último, la Ley 11/2025 excluye la aplicación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público en la contratación de proyectos vinculados a viviendas de protección pública, 
mediante la modificación de la Ley 12/2017, de 6 de julio, de la arquitectura. 

4. MEDIDAS ADMINISTRATIVAS 

La Ley 11/2025 modifica el apartado 1 del artículo 7 de la Ley 13/1996, de 29 de julio, del Registro y el 
Depósito de Fianzas de los Contratos de Alquiler de Fincas Urbanas y de Modificación de la Ley 24/1991 
de la Vivienda, con el fin de concretar el destino de las fianzas depositadas en el Institut Català del 
Sòl. Su objetivo es el de incrementar los recursos públicos para destinarlos a inversiones para la 
construcción de vivienda pública, con especial atención a las promociones en régimen de alquiler y a 
actuaciones directas en cascos antiguos o sujetas a un proceso de renovación urbana. Además, el Institut 
Català del Sòl tendrá la obligación de mantener disponibilidades por un importe no inferior al 5 % para 
garantizar la efectividad en el pago de las cancelaciones y las devoluciones. 

Adicionalmente, la Ley introduce una nueva obligación de colaboración interadministrativa en materia 
de control del mercado de arrendamientos, al establecer que las Administraciones públicas y las 
entidades de derecho público que dispongan de datos o documentos relativos a contratos de alquiler de 

                                                      
14 Uso residencial de renta libre y vivienda protegida en cualquier modalidad; el sistema urbanístico de viviendas dotacionales 
públicas, alojamiento dotacional (también de iniciativa privada) y alojamiento con espacios comunes complementarios. 
15 Incluye, como mínimo, el régimen urbanístico del suelo y las zonas y sistemas, con sus normas específicas. Las zonas 
deben contener los parámetros de ordenación, las condiciones de ordenación y edificación, las condiciones de los usos y el 
techo por usos de cada zona. Los sistemas deben contener el tipo, el ámbito, el objeto, el uso general y complementario, la 
titularidad, el sistema de ordenación, la ocupación y las condiciones de ordenación de la edificación. 
16 Conjunto de zonas y sistemas en suelo urbano o en sectores en suelo urbanizable con planeamiento urbanístico con 
ordenación detallada aprobada y vigente, siempre que configure una ordenación unitaria que dé continuidad al conjunto del 
tejido urbano residencial. 
17 Se entiende que el uso residencial es dominante cuando el techo de los usos residenciales, tanto privado como público, 
representa más del 50 % del techo total del aprovechamiento privado. 
18 Se interpreta que hay continuidad cuando se produce la contigüidad entre frentes de parcelación, vinculada a la 
confrontación de ordenaciones adyacentes apoyadas en una misma vía pública. 



 

 15 

fincas urbanas, así como aquellas que concedan ayudas o subvenciones para el pago del alquiler, 
deberán comunicar o ceder dicha información, a requerimiento de la Administración competente, para el 
ejercicio de las funciones de inspección y sanción previstas en la normativa. 

5. MEDIDAS EN EL ÁMBITO DE LA OBRA PÚBLICA 

La Ley 11/2025 modifica la Ley 3/2007, de 4 de julio, de la obra pública, y concretamente su artículo 19, 
relativo a la tramitación de los proyectos de obras, con el fin de adaptarlo a las disposiciones que, con 
respecto a esta tramitación, establecen las legislaciones sectoriales aplicables a cada tipo de obra. 

6. ENTRADA EN VIGOR 

De conformidad con su disposición final tercera, la Ley 11/2025 entró en vigor el 1 de enero de 2026, 
incluyendo las referidas medidas en materia de vivienda y urbanismo, así como de carácter administrativo 
y en el ámbito de la obra pública. 
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